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Sara Rosa Cañas

Accionado:         
Acción Social 

Derechos:
     
Dignidad humana y mínimo vital
Procedencia:   
Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira

ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la apoderada de la accionada, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad tuteló los derechos fundamentales invocados por la ciudadana Sara Rosas Cañas, en contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’.

ANTECEDENTES

Expuso la accionante que es madre cabeza de familia y además desplazada del municipio de Riosucio Caldas junto con su grupo familiar compuesto por cuatro hijos menores de edad y se sustenta con labores domésticas que realiza en casas de familia, lo cual solo le alcanza para sus alimentos. Agrega que el 25 de noviembre de 2009 se inscribió en Acción Social pero que hasta hoy no ha recibido ninguna ayuda humanitaria y se encuentra desesperada por no tener ningún apoyo económico, ayuda que necesita en forma urgente, ya que se encuentra atrasada en el pago de arriendo de la vivienda, por lo que solicita se le protejan sus derechos al mínimo vital y a la vida digna.

Notificada la entidad accionada se pronunció para señalar que la actora se halla inscrita dentro del registro de la población desplazada, que se encuentra en turno para la entrega de ayuda humanitaria según solicitud del 30 de marzo último y que deberá esperar la oportunidad según los procedimientos establecidos por la entidad, el presupuesto asignado y el derecho de igualdad de las otra personas que han solicitado prórroga.
Agregó que la accionante debe realizar las gestiones tendientes a su vinculación a los programas con las distintas entidades para lograr su autosostenimiento y concluye que en ningún momento le ha negado a la señora Sara Rojas la entrega de ayuda humanitaria y solicita negar el amparo deprecado.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

El fallador de primer nivel concedió la protección sobre la base de que quien sufre desplazamiento apareja vulneración de todos sus derechos fundamentales, para que se le de una solución respecto de la ayuda humanitaria implorada. En consecuencia, ordenó a Acción Social que en el término de 48 horas realizara el proceso de caracterización de la accionante y verificada esta condición, en 10 días emitiera respuesta de fondo frente a la petición de ayuda humanitaria, además de hacerle otras advertencias para el restablecimiento de los derechos fundamentales vulnerados a ella y a su grupo familiar.

IMPUGNACIÓN
La apoderada judicial de la entidad demandada, interpuso recurso de apelación argumentando que se debe preservar el principio de igualdad para con los demás desplazados, ya que no puede desconocerse el precedente judicial respecto de que la ayuda humanitaria no puede ser indefinida y que deben cumplirse unos requisitos mínimos fundamentales para acceder a ella.

Agregó que para efectos de la acción es necesario tener en cuenta la situación del actor en el registro único de población desplazada, la entrega de ayudas humanitarias, la verificación de las condiciones de vulnerabilidad y el acceso a las demás entidades del sistema para la estabilización socio-económica.

Precisó que debe tenerse en cuenta el principio de anualidad presupuestal de la entidad, además de que el reconocimiento que se haga por tutela tiene carácter residual, que se ha desconocido que esta acción tiene naturaleza subsidiaria y sólo procede cuando no se cuente con otro medio de defensa judicial o exista un perjuicio irremediable, por lo que pide revocar el fallo de primer grado.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico:

Le corresponde determinar a esta Corporación, si la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional ‘Acción Social’ ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por la ciudadana promotora de la acción, de tal suerte que proceda la ratificación de la decisión o si por el contrario, su proceder ha observado los parámetros constitucionales, en cuyo evento se dispondrá la abrogación de la determinación censurada.

SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

El tema de la población desplazada encierra una anómala situación de orden social de grandes proporciones que desborda el campo de acción de las entidades gubernamentales, en la medida en que recae básicamente sobre la situación económica de quienes sufren este flagelo, de suerte que requieren para su subsistencia de ayuda humanitaria de emergencia, dadas las condiciones en las que se postran, por lo que es un imperativo para Acción Social como Agencia Presidencial encargada de atender este fenómeno social, actuar con la mayor diligencia para procurar una atención mínima a estas personas sujetos de especial protección para cubrir sus contingencias de supervivencia.

En este sentido la Corte Constitucional ha expresado:
“Reitera la Sala, que la actuación del Estado no puede limitarse a una ‘oferta pública de servicios’. El trato especial que se constituye en su obligación cuando se trata de un sujeto de especial protección, implica que su acción debe ser abiertamente positiva, pues basta el conocimiento efectivo de la situación que amerita dicho trato, para que su deber surja y consiguientemente, de no cumplirse, resulten vulnerados sus derechos”.

En efecto, la Ley 387 de 1997 y los decretos reglamentarios, imponen un plan integral de acción para la atención de las personas desplazadas, en cabeza del Sistema Nacional Integral para la Atención de dicha población que involucra los ministerios, departamentos administrativos y entidades territoriales, entre muchos otros, de suerte que la articulación de todos ellos está coordinada por la Agencia Presidencia para la Acción Social y la Cooperación Internacional, a quien corresponde canalizar los servicios que presta cada entidad especializada del Gobierno, con la finalidad de obtener la estabilización social y económica de las víctimas de desplazamiento forzado.
En efecto, dispone la ley:

“ARTICULO 17. DE LA CONSOLIDACION Y ESTABILIZACION SOCIOECONOMICA. El Gobierno Nacional promoverá acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplazada en el marco del retorno voluntario o el reasentamiento en otras zonas rurales o urbanas. 

“Estas medidas deberán permitir el acceso directo de la población desplazada a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con: 

“1. Proyectos productivos. 

“2. Sistema Nacional de Reforma Agraria y de Desarrollo Rural Campesino. 

“3. Fomento de la microempresa. 

“4. Capacitación y organización social. 

“5. Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad, y 

“6. Planes de empleo urbano y rural de la Red de Solidaridad Social. 

Del contexto documental se conoce que la señora Sara Rosa Cañas concurrió ante Acción Social el 25 de noviembre de 2009, cuando quedó anotada como desplazada junto con su grupo familiar compuesto por cuatro menores hijos –según afirma- ante lo cual se le brindó inicialmente su inscripción en la Administradora de Salud para el régimen subsidiario Asmet Salud, en fecha 6 de febrero de 2010 y el 30 de marzo último, se le asignó un turno para recibir la ayuda humanitaria de emergencia por la suma de $ 1’095.000, sin que a la fecha y luego de transcurrido un año desde su inscripción, se le haya entregado tal recurso.
Las explicaciones que entregó la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la entidad frente al libelo, las orientó en todo momento a una prórroga de la ayuda humanitaria, indicando que la actora debía gestionarla mediante solicitud, sin embargo aquí no se trata de una ampliación de la ayuda, porque sólo el 29 de noviembre del año pasado se inscribió y está gestionando su primer auxilio humanitario, habida consideración al estatus de desplazada que le fue reconocido por esa oficina gubernamental.
De allí que con razón el juez de primer grado admitió el amparo de sus derechos y ordenó como medida de urgencia valorar las condiciones reales y actuales de la señora Sara Rosa Cañas, para determinar su situación de vulnerabilidad y proceder a entregar –no una prórroga-, sino la inicial ayuda humanitaria de emergencia; pero además se tiene el deber legal de informar y asesorar a dicha persona sobre los diferentes beneficios a que puede acceder para lograr su estabilización socio-económica, como en efecto se ha dispuesto por el operador jurídico de primer grado.
Así mismo, la censora a través de la impugnación arguye que no puede mantenerse una ayuda indefinida, automática ni permanente, pero olvida que a la tutelante hasta el momento no se le ha brindado siquiera la primera contribución humanitaria, de manera que este argumento no resulta adecuado para cuestionar el fallo.
En situaciones como estas, tampoco es posible admitir la teoría del derecho de igualdad respecto de las demás personas en condición redesplazamiento, frente a quienes ya han tenido la oportunidad de recibir un primer auxilio y las orientaciones del caso para acceder a los programas en beneficio de su estabilización económica, asunto que no ha ocurrido con la dama que ahora presenta esta acción, como mecanismo desesperado para obtener una pronta y efectiva atención que le permita ser beneficiada con los recursos que el Estado destina para la atención de personas en condiciones sociales y económicas como la que ahora atraviesa Sara Rosa.
No resulta comprensible que en casos tan especiales como el aquí planteado pueda someterse la provisión de una ayuda de emergencia a plazos o fechas indeterminadas, porque ella depende de la situación de vulnerabilidad y la urgencia ante una necesidad básica insatisfecha de primer orden que no puede ser sujeta a términos inciertos, porque lo inaplazable debe ser de inmediato cumplimiento, de manera que no puede anteponer la anualidad del presupuesto de la entidad obligada a dicha contingencia.
En punto de análisis frente a la censura, encontramos que esa versa sobre la interpretación constitucional que se ha dado a la legislación para afrontar el tema del desplazamiento forzado en Colombia, pero no cuestiona con precisión el hecho que motivó la solicitud de amparo, ya que se equivoca al pensar que se pretende una prórroga de la ayuda humanitaria, por lo que la falta de concreción frente al tema debatido declina en lo impróspero del recurso.
Con todo, tratándose de una acción constitucional no desatiende la Sala su facultad y deber oficioso de revisar la decisión de primer grado, la que advierte congruente entre el derecho reclamado y la argumentación plasmada, es decir, los supuestos fácticos se ajustan al ordenamiento jurídico sin desbordar los límites de su competencia, atemperando las órdenes impartidas a Acción Social por lo que el fallo de primer grado merece el aval en cuanto dispuso el amparo tutelar para la señora Sara Rosa Cañas.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

Primero: Confirmar el fallo de origen fecha y contenido indicados, en cuanto fue materia de impugnación tal como quedu calidad de vidaados a estas personas que sin la menor duda son sujetos de especial proteccirega inmediata de la.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO         
      JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









      Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES 

Magistrado
 


        Secretario
� Sala Primera de Revisión, Sentencia T-085 del 11 de febrero de 2010, M.P. María Victoria Calle Correa.
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